
 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1/2018 (10a.) 
 
 

COSTAS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO PROCEDE LA 
APLICACIÓN SUPLETORIA DE ALGÚN ORDENAMIENTO PROCESAL 
PARA SU IMPOSICIÓN. La interpretación sistemática y funcional de los 
artículos 1054, 1063, 1390 Bis, 1390 Bis-1, 1390 Bis-8, y 1081 a 1090 del 
Código de Comercio conduce a establecer que es inadmisible acudir a la 
ley supletoria, sea el Código Federal de Procedimientos Civiles o la ley 
procesal local respectiva, para imponer condena en costas por 
vencimiento en los juicios orales mercantiles, ya que tal aplicación 
contraviene el sistema de condena en costas adoptado por el legislador 
mercantil en el artículo 1084 del Código de Comercio, que es completo y 
suficiente para condenar o absolver sobre el pago de costas en toda clase 
de juicios mercantiles a partir de ciertos criterios que el legislador 
consideró justificados para imponer esa condena, fundados en el abuso en 
el ejercicio de los derechos ante los tribunales, sea por actuar con 
temeridad o mala fe, o bien, por ubicarse en ciertos supuestos objetivos 
relativos a hacer valer una acción o una excepción fundadas en hechos 
disputados, sin aportar prueba alguna; a pretender valerse de pruebas 
inválidas, como documentos falsos o testigos falsos o sobornados; a 
proponer acciones, defensas o excepciones, incidentes o recursos 
improcedentes; a llevar el  litigio a una segunda instancia 
infructuosamente, o a resultar vencido en juicio ejecutivo. De lo que se 
advierte que la condena por vencimiento en los juicios mercantiles 
únicamente está prevista para los de carácter ejecutivo dada su naturaleza 
de procesos fundados en títulos que traen aparejada ejecución, que no 
son de cognición y desde su inicio se procede a la ejecución, o también 
para el supuesto de haber sido condenado en dos sentencias conformes 
de toda conformidad en su parte resolutiva, por prolongar el juicio a una 
segunda instancia sin lograr cambio alguno en los resolutivos.  De manera 
que imponer la condena por vencimiento en los juicios orales mercantiles 
implicaría contrariar el sistema legal a suplir, porque se impondría un 
supuesto extraño y no considerado por el legislador mercantil para fundar 
la condena en costas en esa clase de juicios, igual que ocurre en los 
juicios ordinarios en primera instancia. 
 
Contradicción de tesis 126/2017. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito. 29 de noviembre de 2017. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 14/2015, sostuvo la tesis XXIII.1 C (10a.), de rubro: 
“COSTAS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. AL NO HABER 
REGLAMENTACIÓN CUANDO ÉSTE SE INTENTA Y LA PARTE 
DEMANDADA NO PROCEDIÓ CON TEMERIDAD O MALA FE, NI BAJO 
LOS SUPUESTOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 1084 DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO, DEBE ACUDIRSE SUPLETORIAMENTE A LOS 
CÓDIGOS DE PROCEDIMIENTOS CIVILES FEDERAL Y LOCAL.”, 



 
 

 
 

 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de 
junio de 2015 a las 9:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación,  Décima Época, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, página 
1976, con número de registro 2009507. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 445/2016, sostuvo que la condena de 
costas en el juicio oral mercantil, debe ceñirse a lo dispuesto en los 
artículos 1082 y 1084 del Código de Comercio, lo anterior en virtud de que 
el diverso 1390 bis 8 de dicho ordenamiento señala claramente que en la 
tramitación de los procedimientos orales, son aplicables todas las reglas 
generales del Código de Comercio. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez 
de enero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de 
dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 2/2018 (10a.) 
 
 

COPROPIEDAD. EL USO QUE UNO DE LOS CONDUEÑOS HACE DE 
LA COSA COMÚN NO GENERA POR SÍ SOLO OBLIGACIÓN DE 
RESARCIR A LOS DEMÁS PARTÍCIPES, SINO SÓLO CUANDO SE 
CAUSEN DAÑOS Y PERJUICIOS POR INCUMPLIMIENTO A LAS 
OBLIGACIONES LEGALES IMPUESTAS CON MOTIVO DE LA 
COMUNIDAD. De los artículos 938 a 973, y 2104 del Código Civil para el 
Distrito Federal, así como 961 a 974, y 1412 del Código Civil del Estado 
de Jalisco, deriva que la sola circunstancia de que uno de los 
copropietarios del bien común haga uso de éste, no genera la obligación 
de compensar económicamente a los demás condueños por ese uso, 
pues como la parte alícuota no se define en una parte concreta o 
específica de la cosa, la ley reconoce a todos ellos igual derecho a 
servirse de la totalidad de la cosa común, y el ejercicio de ese derecho no 
genera deber de compensación económica a los demás, sino solamente el 
de subordinarse a los intereses de la comunidad. En esa virtud, sólo si 
llega a demostrarse que el condueño que usa o aprovecha la cosa común 
ha impedido a otro condueño el ejercicio de ese derecho, mediante 
conductas dirigidas a estorbar o imposibilitar el uso o aprovechamiento de 
la cosa; o bien, que la altera sin consentimiento de los demás, o le da un 
uso distinto a su destino o contraviene el interés de la comunidad, en tales 
casos sí podría generarse la obligación de resarcir o compensar 
económicamente a los demás copropietarios, en concepto de daños y 
perjuicios por el incumplimiento a tales obligaciones legales. 
 
Contradicción de tesis 453/2016. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 29 de noviembre de 2017. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 383/2004 relacionado con el amparo 
directo 425/2004, sostuvo la tesis aislada I.8o.C.296 C, de rubro: 
“COPROPIEDAD, DERECHO A LOS FRUTOS EN CASO DE.”, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXXI, mayo de 2010, página 1934, con número de registro 164609. 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 409/2016 relacionado con el amparo 
directo 410/2016, sostuvo que la posesión sobre la totalidad de un 
inmueble genera a uno de los copropietarios un beneficio que de otra 
forma produciría frutos, esto en detrimento de los derechos del codueño 
que no hace uso del bien, por lo que por razón de equidad de derechos 
del copropietario que no participa de esa ganancia debe ser compensado 
o resarcido, consecuentemente, si los copropietarios tienen iguales 
derechos de usar un bien inmueble y en el sumario de origen se demostró 
que solo el demandado es quien se sirve de dicho bien común, pues 
habita la totalidad del inmueble, entonces, está obligado a compensar a 
sus copropietarios por ese uso y aprovechamiento exclusivo en su 



 
 

 
 

 

beneficio respecto de un bien que pertenece a todos por igual y que está 
indiviso. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez 
de enero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de 
dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 3/2018 (10a.) 

 
 

INSTITUCIONES DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 68 DE LA LEY 
RELATIVA NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD 
PROCESAL. Si se toma en consideración que el derecho citado 
reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 1, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, implica que deben hacerse saber a las partes 
las pretensiones de su oponente y no privarlas de la oportunidad de 
alegar, probar o impugnar lo que a su interés convenga, con el objeto de 
que ambas estén en aptitud de demostrar, respectivamente, los extremos 
de su acción y de sus excepciones o defensas, se concluye que el artículo 
68 de la Ley de Instituciones de Crédito, al prever una presunción legal en 
relación con la veracidad de la certificación contable formulada por el 
contador facultado por la institución acreedora, no viola el derecho 
fundamental referido, pues el hecho de que una de las partes deba probar 
que la certificación indicada sea falsa, o bien, que son inexactos los datos 
contenidos en ésta, no limita ni restringe la oportunidad del litigante de 
impugnar y, en su caso, demostrar tal extremo. Esto es, la hipótesis 
prevista en el artículo 68 indicado no implica que una de las partes se 
encuentre imposibilitada, en comparación con su contraparte, para 
demostrar los extremos de su acción o de sus excepciones o defensas, 
pues define únicamente a quién le corresponde la carga de la prueba en 
relación con la falsedad o inexactitud del certificado contable. 
 
Amparo directo en revisión 4662/2014. Eduardo Abraham Ordóñez y 
otras. 20 de mayo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo directo en revisión 4876/2014. Braulio Pallares Duarte. 9 de 
septiembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana 
Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Amparo directo en revisión 1214/2015. Eduardo Abraham Ordóñez y 
otras. 9 de septiembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo 
Antonio Silva Díaz. 
 
Amparo directo en revisión 2193/2015. Rafael Calderón Jiménez y otra. 
30 de septiembre de 2015. Cinco votos de los señores Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro 
Castañón Ramírez. 
 
Amparo directo en revisión 2591/2015. Francisco Roberto Negrete 
López. 13 de enero de 2016. Cinco votos de los señores Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 



 
 

 
 

 

Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero 
Zazueta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de diez 
de enero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a once de enero de 
dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 4/2018 (10a.) 
 
 

INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. PROCEDE DECLARARLO SIN 
MATERIA CUANDO SE PRUEBE QUE SE RESOLVIÓ SOBRE ESA 
MEDIDA CAUTELAR EN OTRO JUICIO DE AMPARO, SIN IMPORTAR 
EL MOMENTO PROCESAL EN QUE SUCEDA, INCLUSO DESPUÉS DE 
QUE SE HAYA RESUELTO SOBRE LA DEFINITIVA. Conforme al 
artículo 145 de la Ley de Amparo, cuando se pruebe que ya se resolvió 
sobre la suspensión del acto reclamado en otro juicio de amparo, 
promovido con anterioridad por el mismo quejoso o por otra persona en su 
nombre o representación, contra el mismo acto y contra las propias 
autoridades, se declarará sin materia el incidente de suspensión; lo cual 
sucederá sin importar el momento procesal en el que esto suceda, incluso 
después de que se haya emitido la interlocutoria que resuelve sobre la 
suspensión definitiva. Lo anterior es así, porque en la Ley de Amparo se 
eliminó la precisión de que sería en la audiencia incidental en la que debía 
probarse la existencia de un juicio de amparo previo en el que se hubiera 
resuelto sobre la suspensión, es decir, el legislador quiso dejar abierta la 
posibilidad de que se dejará sin materia el incidente, incluso después de 
que se hubiera resuelto sobre la suspensión definitiva, pues de esta forma 
se desincentiva que las partes dolosamente promuevan diversos juicios 
contra el mismo acto para obtener la medida cautelar.  
 
Contradicción de tesis 179/2017. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Décimo Noveno Circuito.15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo 
Noveno Circuito, al resolver el recurso de queja 43/2017, sostuvo que la 
sentencia que concede o niega en definitiva la suspensión del acto 
reclamado constituye un impedimento jurídico para que posteriormente 
pueda declararse sin materia la suspensión solicitada por alguna de las 
partes en el juicio de amparo, en tanto que ya existe decisión del propio 
órgano, por lo que para modificar o revocar dicha resolución, es necesario 
interponer un recurso, o bien, tramitar el procedimiento regulado en el 
artículo 154 de la Ley de Amparo, lo anterior en virtud de que los 
tribunales no pueden revocar sus propias determinaciones por seguridad 
jurídica, en consecuencia, no es correcto declarar sin materia un incidente 
de suspensión cuando existe pronunciamiento en definitiva sobre la 
medida cautelar solicitada.  
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y del Trabajo del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver el recurso de queja 64/2014, sostuvo la tesis 
XVII.1º.C.T.27 K, de rubro: “INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. PROCEDE 
DECLARARLO SIN MATERIA, CUANDO SE DEMUESTRE QUE SE 
RESOLVIÓ SOBRE LA DEFINITIVA EN UN DIVERSO JUICIO DE 
AMPARO PROMOVIDO POR EL PROPIO QUEJOSO CONTRA LAS 
MISMAS AUTORIDADES Y POR LOS MISMOS ACTOS, NO OBSTANTE 
QUE SE HUBIESE DICTADO LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN ÉL.”, 



 
 

 
 

 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de 
noviembre de 2014 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, noviembre de 2014, 
Tomo IV, página 2970, registro 2008058. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veinticuatro de enero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veinticinco de enero de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 5/2018 (10a.) 
 
 

DELITOS PERSEGUIBLES POR QUERELLA. REQUISITOS PARA QUE 
EL APODERADO JURÍDICO DEL OFENDIDO PUEDA INTERVENIR EN 
LA FASE INDAGATORIA PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 152, TERCER 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 
ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. Tratándose de delitos que solamente 
pueden perseguirse por querella de parte, se admitirá la intervención de 
apoderado jurídico sólo si éste presenta un poder que contenga una 
cláusula especial en donde se le autorice a presentar querellas a nombre 
de su mandante, o compruebe que este último le dio instrucciones 
concretas para formular querella. Sin que deba exigirse el cumplimiento de 
ambos requisitos: es decir, la cláusula especial y, además, las 
instrucciones detalladas y específicas. En efecto, en el artículo citado se 
aprecia que, al referirse a tales requisitos, la legislatura empleó la 
conjunción disyuntiva “o”, la cual indica alternancia excluyente entre las 
diferentes hipótesis enunciadas. Así, es claro que la pretensión del 
legislador de San Luis Potosí fue establecer dos supuestos distintos y 
excluyentes para que el apoderado jurídico de la persona ofendida 
intervenga, a nombre de su mandante, en la fase indagatoria de los delitos 
perseguibles por querella. El primero al incluir un acto de representación 
formal, emitido ante notario en el que se especifique la cláusula especial -
ya sea expresa o implícitamente–. El segundo, al establecer un acto de 
representación libre de rigorismos o formalidades, en el que se demuestre, 
por cualquier medio lícito, que, de manera inequívoca, la persona 
mandante le dio instrucciones concretas a la persona mandataria para que 
ésta le represente en delitos perseguibles por querella.   
 
Contradicción de tesis 40/2016. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, actual Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Noveno Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del 
Noveno Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
Administrativa del Noveno Circuito. 14 de junio de 2017. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. 
Adriana Ortega Ortiz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo (penal) 347/2015 y los amparos en revisión (penal) 
186/2015 y 329/2015, sostuvo que conforme al artículo 152 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado de San Luis Potosí, tratándose de 
delitos perseguibles por querella, ésta puede presentarse por el 
apoderado de la persona jurídica cuando su mandato sea general y 
contenga cláusula especial, o bien, compruebe que cuenta con 
instrucciones concretas para formularla, sin que deban reunirse ambos 
requisitos. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, actual Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, al 



 
 

 
 

 

resolver el amparo en revisión (penal) 458/2014, sostuvo que la 
legitimación del apoderado de la persona jurídica para formular querella en 
términos del artículo 152 del Código de Procedimientos Penales del 
Estado de San Luis Potosí, debe acreditarse a través del mandato con 
cláusula especial, entendida ésta como la precisión del caso particular a 
incoarse, así como el nombre de la persona o personas en particular sobre 
los cuales ha de versar la querella. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintiuno de febrero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veintidós de febrero de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 6/2018 (10a.) 
 
 

SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. LAS EXCEPCIONES 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 13 DEL CONVENIO DE LA HAYA NO 
SE ENCUENTRAN SUJETAS A ALGUNA CONDICIÓN TEMPORAL, 
PERO CORRESPONDE AL PADRE SUSTRACTOR PROBAR 
PLENAMENTE SU ACTUALIZACIÓN. Un grupo de excepciones 
extraordinarias a la regla general de restitución inmediata podemos 
encontrarlo en el artículo 13 del Convenio sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores, en donde se establecen las 
siguientes hipótesis, a saber: (i) si la persona que se opone a la restitución 
demuestra que la persona, institución u organismo que se hubiera hecho 
cargo del menor no ejercía de modo efectivo el derecho de custodia o 
posteriormente aceptó el traslado o retención; (ii) si la persona que se 
opone a la restitución demuestra que existe un grave riesgo de que la 
restitución del menor lo exponga a un peligro físico o psíquico o lo ponga 
en una situación intolerable; o (iii) si se comprueba que el propio menor se 
opone a la restitución. Al respecto, se considera importante destacar que, 
a diferencia de aquella establecida en el artículo 12, estas excepciones no 
se encuentran sujetas a una condición temporal de ningún tipo, por lo que 
pueden ser alegadas en cualquier momento del procedimiento de 
restitución. Sin embargo, al igual que sucede con la causal relativa a la 
integración al nuevo entorno familiar, esta Primera Sala considera que se 
trata de excepciones claramente extraordinarias y que la carga de la 
prueba para demostrar plenamente su actualización recae exclusivamente 
en quien se opone a la restitución del menor, pues existe una presunción 
de que el interés superior del menor es protegido mediante la restitución a 
su lugar de origen. 
 
Amparo directo en revisión 4465/2014. 14 de enero de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 151/2015. 8 de julio de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo directo en revisión 1564/2015. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.  Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 5669/2015. 13 de abril de 2016. Cinco votos 
de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Amparo directo 29/2016. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 



 
 

 
 

 

derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena 
Orozco y Villa. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintiuno de febrero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veintidós de febrero de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 7/2018 (10a.) 
 
 

SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. PARA QUE OPERE 
LA CAUSAL DE EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 12 DEL 
CONVENIO DE LA HAYA ES INDISPENSABLE QUE HAYA 
TRANSCURRIDO MÁS DE UN AÑO ENTRE LA SUSTRACCIÓN Y LA 
SOLICITUD DE RESTITUCIÓN. Esta Primera Sala advierte que el artículo 
12 del Convenio de La Haya es una de las piezas fundamentales de dicho 
instrumento internacional, pues en el mismo se contienen las 
circunstancias que deben presentarse para determinar en última instancia 
la restitución inmediata del menor. En este sentido, el mencionado artículo 
distingue dos hipótesis para la procedencia de la excepción relativa a la 
integración a un nuevo ambiente: la primera, relativa a que la solicitud de 
restitución hubiera sido presentada dentro del año siguiente contado a 
partir de la sustracción; y la segunda, que hubiera sido presentada 
después de dicho periodo. El establecimiento del mencionado plazo de un 
año constituye una abstracción que atiende a las dificultades que pueden 
encontrarse para localizar al menor. Así, la solución finalmente adoptada 
por la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, amplía 
la ejecución de su objetivo primario -la restitución del menor- a un periodo 
indefinido, pues en cualquier tiempo se deberá restituir al menor, con la 
condición de que si ha pasado más de un año dicha restitución ya no será 
inmediata, sino que estará sujeta a un examen de ponderación para 
determinar la adaptación del menor a su nuevo ambiente. Lo anterior, 
pues el ideal del Convenio de La Haya es evitar las dilaciones indebidas, 
las cuales resultan sumamente perjudiciales para el menor involucrado, 
mediante un mandato de restitución inmediata. Sin embargo, en atención 
al propio principio de interés superior del menor, los Estados contratantes 
reconocieron la posibilidad de que si el menor se encuentra durante un 
largo periodo con el progenitor sustractor -a consideración de la 
Conferencia de La Haya más de un año-, se deberá determinar qué 
resulta más benéfico para el menor y evitar que sufra una nueva quiebra 
en su ambiente familiar que pueda significar un peligro para su correcto 
desarrollo psicológico. No obstante lo anteriormente expuesto, esta 
Primera Sala considera que el mero hecho de que las dilaciones en el 
procedimiento de restitución provoquen su retraso, por un plazo mayor a 
un año, no permite a las autoridades del Estado receptor considerar la 
integración del mismo como una causa para negar la restitución. Ello es 
así, pues son muchos los casos en los que la actividad procesal de las 
partes tiene por finalidad justamente la dilación del procedimiento, a fin de 
poder argumentar la integración del menor; o en los que el sustractor 
permanece oculto con la finalidad de que transcurra el plazo de un año 
para legalizar su actuación irregular. Por otra parte, esta Primera Sala 
observa que los informes explicativos de la Conferencia de La Haya de 
Derecho Internacional Privado señalan que la intención de los Estados 
contratantes fue que dicho plazo se contara no hasta que la autoridad 
judicial o administrativa correspondiente recibiera la solicitud, sino desde 
el momento mismo de la presentación de la demanda. Lo anterior es así, 
en tanto que el posible retraso en la acción de las autoridades 
competentes no debe perjudicar los intereses de las partes amparadas por 
el Convenio. 
 
Amparo directo en revisión 4465/2014. 14 de enero de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 



 
 

 
 

 

quien formuló voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 151/2015. 8 de julio de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo directo en revisión 1564/2015. 2 de diciembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.  Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 4102/2015. 10 de febrero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.  Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 5669/2015. 13 de abril de 2016. Cinco votos 
de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de veintiuno de febrero de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
veintidós de febrero de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 8/2018 (10a.) 
 
 

ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE LOS BIENES O DE LA 
NEGOCIACIÓN DEL CONTRIBUYENTE. LOS ARTÍCULOS 40, PRIMER 
PÁRRAFO, FRACCIÓN III Y 40-A, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, NO VULNERAN EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). Los citados 
preceptos prevén que para el caso de que los contribuyentes, 
responsables solidarios o terceros relacionados con ellos, impidan de 
cualquier forma o por cualquier medio el inicio o desarrollo de las 
facultades de comprobación de las autoridades fiscales, se permite a 
éstas emplear las medidas de apremio previstas en el referido numeral 40; 
esto es, solicitar el auxilio de la fuerza pública, imponer la multa 
correspondiente, practicar el aseguramiento precautorio de los bienes o de 
la negociación del contribuyente, en términos del artículo 40-A y solicitar a 
la autoridad correspondiente que se proceda por desobediencia o 
resistencia a mandato legítimo de autoridad competente. Dichas medidas 
de apremio deberán practicarse en el orden mencionado, salvo en los 
casos que expresamente el artículo prevé que el aseguramiento 
precautorio se practicará directamente, sin atender a la prelación referida, 
a saber: a) cuando no puedan iniciarse o desarrollarse las facultades de 
las autoridades fiscales, b) cuando se practiquen visitas a contribuyentes y 
estos no puedan demostrar que se encuentran inscritos en el Registro 
Federal de Contribuyentes con locales, puestos fijos o semifijos en la vía 
pública o que no acrediten la legal posesión o propiedad de las 
mercancías que enajenan y , por último, c) cuando, una vez iniciadas las 
facultades de comprobación, exista riesgo inminente de que los 
contribuyentes o los responsables solidarios oculten, enajenen o dilapiden 
sus bienes. Aunado a lo anterior, la autoridad sólo puede practicar el 
aseguramiento precautorio hasta por el monto de la determinación 
provisional de adeudos fiscales presuntos que haya realizado, para lo cual 
deberá seguir un orden, atendiendo a los casos de excepción. Ahora bien, 
los artículos 40, primer párrafo, fracción III, y 40-A del Código Fiscal de la 
Federación, vigentes a partir de 2014, no vulneran el derecho a la 
seguridad jurídica, ya que no prevén una medida desproporcional con el 
fin pretendido por el legislador y, además, es idónea para ello. Lo anterior 
es así, en primer lugar, porque el aseguramiento precautorio no se 
practica como una medida de garantía para un crédito fiscal, sino como 
una medida de apremio con los límites materiales precisados, pues para 
su aplicación es necesario que exista un adeudo fiscal presunto, el cual es 
realizado por la autoridad y marca el límite material a dicha medida y, en 
segundo, porque el artículo 40-A del Código Fiscal de la Federación, 
establece un procedimiento detallado, además de la prelación normal que 
deben seguir las medidas de apremio para la imposición del 
aseguramiento precautorio; por lo que dicho procedimiento, junto con la 
limitante de asegurar solamente hasta la cantidad presunta que resulte, y 
no sobre la totalidad de los depósitos bancarios del contribuyente, 
demuestra que los límites materiales a la actuación de la autoridad han 
sido restringidos, por lo que no hay lugar para su actuación arbitraria y, por 
ende el contribuyente sabe a qué atenerse.  
 
Amparo en revisión 296/2016. Dinah Graciela Dabdoub Escobar. 19 de 
octubre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Norma Lucía Piña 



 
 

 
 

 

Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar.  
 
Amparo en revisión 492/2016. Bull Cargo Transportes de México, S. A. 
de C.V. 19 de octubre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo en revisión 850/2016. Servicios Contables y Administrativos 
M&G, S. A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham 
Pedraza Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 851/2016. Grupo Radio México, S. A. de C.V. 5 de 
abril de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
 
Amparo en revisión 1035/2016. Guardería Infantil San Mateo Atenco, 
S.C. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 9/2018 (10a.) 
 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA. LAS CAUSAS QUE LA 
INTERRUMPEN EN RELACIÓN CON EL AVALADO, NO LO HACEN 
RESPECTO DEL AVALISTA, QUIEN ES UN OBLIGADO CAMBIARIO 
MÁS DEL TÍTULO DE CRÉDITO. La interpretación del artículo 166 de la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito que establece, entre 
otras cosas, que las causas que interrumpen la prescripción respecto de 
uno de los deudores cambiarios, no la interrumpen respecto de los otros, 
salvo que se trate de los signatarios de un mismo acto que por ello 
resulten obligados solidariamente; debe entenderse necesariamente a la 
luz de la solidaridad -que es la propia del derecho cambiario- y que existe 
entre el avalado y el aval, prevista en los artículos 114 y 154 del mismo 
ordenamiento legal. Dicha solidaridad consiste en que todos los obligados 
cartulares (ya sea porque asumen la misma obligación cartular directa de 
pago, la derivada del endoso o del aval), responden solidariamente frente 
al portador legítimo y ninguno de ellos puede oponer el beneficio de orden 
y excusión, por lo que la expresión ‘signatarios de un mismo acto’ atiende 
a la circunstancia por la cual, en un mismo acto cambiario, participan 
varias personas por ejemplo: dos libradores, dos personas que endosan al 
mismo tiempo un título, dos o más avalistas, dos o más aceptantes; pero 
ello de ninguna manera significa que se trate de actos suscritos en la 
misma fecha o realizados previamente a la circulación del título de crédito. 
Por tanto, si se parte del entendido de que la suscripción del título de 
crédito y el aval son dos actos jurídicos diferentes, resulta inconcuso que 
las causas que interrumpen la prescripción de la acción cambiaria en 
relación con el obligado principal o librador, no son útiles para 
obstaculizarla por lo que toca al aval; de ahí que, en estos casos, no opera 
la excepción prevista en la segunda parte del artículo 166 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito. 
 
Contradicción de tesis 97/2017. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito. 15 de noviembre de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 82/2011, que dio origen a la tesis aislada 
III.5º.C.181 C, de rubro: “PRESCRIPCIÓN DE LA ACCION CAMBIARIA 
DIRECTA. LAS CAUSAS QUE LA INTERRUMPEN EN RELACIÓN CON 
EL OBLIGADO PRINCIPAL, NO LO HACEN EN FUNCIÓN DEL AVAL.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 1410, con número de 
registro 161243. 
El Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo directo 275/2015, que dio origen a la tesis aislada XXIV.2o.1 C 
(10a.), de rubro: “PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA 
DIRECTA. LAS CAUSAS QUE LA INTERRUMPEN OPERAN TANTO 



 
 

 
 

 

PARA EL AVALISTA COMO PARA EL AVALADO.”, publicada en el 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de 
febrero de 2016 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 27, febrero de 2016, Tomo III, 
página 2111, con número de registro 2011161. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 10/2018 (10a.) 
 
 

CONFLICTO DE COMPETENCIA NEGATIVO DEL ORDEN CIVIL 
FEDERAL. LA LIBERACIÓN DE LA OBLIGACIÓN DE AGOTAR LOS 
RECURSOS ORDINARIOS ANTES DE ACUDIR A LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y, EN FACULTAD DELEGADA, A 
LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, NO ESTÁ 
ORIENTADA EXCLUSIVAMENTE A LA DECISIÓN DEL ÚLTIMO 
ÓRGANO QUE SE NIEGA A CONOCER DEL ASUNTO, SINO A TODOS 
LOS ÓRGANOS QUE INTERVINIERON. El artículo 35 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles regula un supuesto en el que corresponde a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y a los Tribunales Colegiados de 
Circuito, por competencia delegada –en términos del punto cuarto, 
fracción II, del Acuerdo General Número 5/2013, emitido por el Pleno de 
Alto Tribunal–, intervenir en una cuestión de carácter competencial que no 
deriva propiamente de un conflicto entre tribunales, es decir, de una 
contienda planteada a través de la declinatoria o de la inhibitoria, ya que 
para una y otra existen procedimientos específicos en el código aludido; 
más bien se refiere a los casos en que dos o más tribunales, al recibir la 
demanda, advierten que carecen de competencia para conocer de un 
asunto, en donde se permite al interesado ocurrir a la Suprema Corte, sin 
necesidad de agotar los recursos ordinarios ante el superior inmediato, a 
fin de que se le envíen los expedientes y, con previo conocimiento del 
Ministerio Público, determine lo conducente. La intervención en esta 
hipótesis del Máximo Tribunal y de los Tribunales Colegiados de Circuito, 
por delegación, no es más que el resultado de la aplicación concurrente de 
dos principios: el contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual, el silencio, la oscuridad o 
la insuficiencia de la ley no autorizan a los juzgadores a dejar de resolver 
una controversia, y el de celeridad procesal, que libera al interesado de la 
carga de agotar los recursos ordinarios contra las resoluciones de 
incompetencia, para concederle una vía de tramitación expedita. Por ello, 
ante la necesidad de garantizar el acceso a la administración de justicia, 
bajo un supuesto de indefinición en donde es indispensable que 
prevalezca la celeridad procesal, se estima que la liberación de la 
obligación de agotar los recursos ordinarios antes de acudir a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y, en facultad delegada, a los Tribunales 
Colegiados de Circuito, no está orientada exclusivamente a la decisión del 
último órgano que se niega a conocer el asunto, sino a todos los órganos 
que intervinieron. 
 
Contradicción de tesis 34/2017. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 10 de enero de 2018. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 2/2011, sostuvo la tesis I.3o.C.119 K 
(9a.), de rubro: “CONFLICTO DE COMPETENCIA POSITIVO Y 



 
 

 
 

 

NEGATIVO. ELEMENTOS Y DIFERENCIAS.”, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 5, 
enero de 2012, página 4313, registro 160432. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 3/2016, sostuvo que de la interpretación 
literal del artículo 35 del Código Federal de Procedimientos Civiles, no se 
establece tal exigencia, por lo que el interesado podrá ocurrir a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, y por delegación de facultades a 
un tribunal colegiado de circuito, sin que sea necesario agotar los recursos 
ordinarios previstos en la ley. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 11/2018 (10a.) 
 
 

COSTAS EN EL JUICIO MERCANTIL. NO PROCEDE LA APLICACIÓN 
DE LAS LEYES SUPLETORIAS AL CÓDIGO DE COMERCIO PARA 
RESOLVER SOBRE ESE ASPECTO CUANDO EL JUICIO TERMINA 
POR DESISTIMIENTO POSTERIOR AL EMPLAZAMIENTO. La 
interpretación de los artículos 1051, 1054, 1063, 1082 y 1084 del Código 
de Comercio, conduce a determinar que es improcedente la aplicación 
supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles o la ley procesal 
local respectiva al Código de Comercio, para resolver sobre la condena en 
costas en los juicios mercantiles que concluyan con desistimiento 
presentado después del  emplazamiento. Lo anterior es así, porque en el 
sistema de prelación de las normas rectoras de los juicios mercantiles, 
deben preferirse, en primer lugar, las convenidas por las partes o, en su 
defecto, las establecidas en el Código de Comercio y las leyes 
mercantiles, en tanto que la supletoriedad constituye un sistema que 
reviste carácter excepcional o extraordinario para la corrección de vacíos 
legislativos o el complemento de la legislación especial en aquello que 
resulte necesario para resolver la cuestión puesta a consideración del 
Juez; esto es, uno de los requisitos para que opere la supletoriedad 
consiste en verificar la necesidad de la aplicación de la norma supletoria 
para resolver la controversia o el problema jurídico planteado, lo que 
implica que si entre las reglas de la ley especial (Código de Comercio) 
existe alguna con la cual pueda solucionarse el problema jurídico, esa 
disposición debe aplicarse sin acudir a alguna otra de la ley supletoria, por 
más que esta última parezca adecuada o específica. Ahora bien, 
tratándose de la condena en costas, las disposiciones de los artículos 
1082 y 1084 del código aludido, sí ofrecen una regla con la cual el Juez 
puede resolver si condena o absuelve del pago de costas en el supuesto 
en que el juicio concluye con desistimiento posterior al emplazamiento, la 
cual consiste en que ordena imponer las costas a la parte que haya 
actuado con temeridad o mala fe, lo que puede valorar el juzgador, según 
las circunstancias de cada caso, pues no podría sostenerse de antemano 
que el que desiste una vez practicado el emplazamiento siempre actúa de 
esa manera. Así, el sistema de condenación en costas previsto por el 
legislador mercantil es completo y sería innecesario e injustificado acudir a 
la norma supletoria, teniendo en el Código de Comercio una regla con la 
cual puede resolverse el problema jurídico en cuestión. 
 
Contradicción de tesis 177/2017. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 24 de enero de 2018. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y José Ramón 
Cossío Díaz. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo civil 783/2014, sostuvo la tesis aislada 
I.3o.C.224 C (10a.), de rubro: “COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. AL 
NO ESTAR PREVISTA SU CONDENA EN EL CÓDIGO DE COMERCIO 



 
 

 
 

 

POR DESISTIMIENTO DE LA ACCIÓN, DEBE APLICARSE, 
SUPLETORIAMENTE, EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
PARA EL DISTRITO FEDERAL.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, 
septiembre de 2015, Tomo III, página 2006, con número de registro 
2010049. 
 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo civil 693/2016, sostuvo que cuando se reclama 
el pago de costas en el juicio mercantil, en el caso de desistimiento de la 
acción por el cumplimiento de lo reclamado, el juzgador no está autorizado 
a acudir a las normas supletorias del Código de Comercio, porque en ese 
ordenamiento no existe omisión o vacío legislativo para solucionar el 
problema jurídico planteado, sino directivas generales susceptibles de dar 
una respuesta admisible a esa cuestión concreta, lo que no implica 
necesariamente que deba absolverse a la parte actora de las costas, de 
ahí que el juzgador no deberá fundar su decisión en el artículo 29 del 
Código de Procedimientos Civiles del Estado, sino que deberá decidir si 
condena o absuelve conforme a las reglas generales previstas en el 
artículo 1084 del Código de Comercio. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 12/2018 (10a.) 
 
 

INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN EL AMPARO INDIRECTO EN 
MATERIA PENAL. PARA SU TRÁMITE Y RESOLUCIÓN DEBE 
APLICARSE LA LEY DE AMPARO VIGENTE. Mediante Decreto 
publicado el 17 de junio de 2016, en el Diario Oficial de la Federación, se 
reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones normativas, 
entre las cuales se derogó el artículo décimo transitorio del diverso 
Decreto por el que se expidió la Ley de Amparo vigente, publicado en ese 
mismo medio oficial, el 2 de abril de 2013, el cual establecía que en los 
casos donde no haya entrado en vigor el nuevo sistema de justicia penal, 
la suspensión en esa materia se regiría por la Ley de Amparo abrogada. 
Ahora bien, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
ha resuelto que una norma transitoria tiene como función, regular el paso 
ordenado de la ley anterior a la legislación nueva, precisando cuál es el 
tratamiento que se debe dar a las situaciones o hechos jurídicos que 
habiendo surgido durante la vigencia de aquélla, puedan tener alguno o 
algunos de sus efectos durante la vigencia de éstas, con la finalidad de 
dar cumplimiento a los principios de seguridad y certeza jurídicas respecto 
de la vigencia de normas equivalentes, cuando se presenta una sucesión 
de éstas en el tiempo. Por tanto, si el artículo décimo transitorio 
mencionado se trata de una norma transitoria de carácter procesal, 
atendiendo al régimen de transitoriedad de las normas, se arriba al 
convencimiento de que si el legislador estableció expresamente, a través 
de un artículo transitorio, el momento específico en que una norma 
concreta queda derogada y ésta es de naturaleza procesal, los operadores 
jurídicos deben atender a tal disposición; en ese sentido, en el caso 
específico se concluye que a partir del 18 de junio de 2016, debe 
considerarse que el artículo décimo transitorio del Decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, por el que se expidió 
la Ley de Amparo, perdió observancia legal al determinarse la pérdida de 
su vigencia, de ahí que a partir de que entró en vigor la reforma de que se 
trata, el trámite y resolución del incidente de suspensión en materia penal, 
debe realizarse conforme a las disposiciones legales que sobre el 
particular establece la Ley de Amparo vigente, sin que el juzgador de 
control constitucional deba analizar bajo qué sistema penal, mixto o 
acusatorio, se emitió el acto reclamado, porque ello provocaría 
incertidumbre jurídica a las partes en torno a la norma aplicable en la 
medida cautelar, por lo que únicamente debe atenderse a la fecha en que 
se haya solicitado la medida cautelar para resolver lo conducente. 
 
Contradicción de tesis 100/2017. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y 
el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 29 de 
noviembre de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Horacio Vite Torres. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver los recursos de queja 78/2016 y 105/2016, y los incidentes de 
suspensión (revisión) 242/2016, 240/2016 y 320/2016, que dieron origen a 



 
 

 
 

 

la jurisprudencia I.7o.P. J/3 (10a.), de rubro: “SUSPENSIÓN EN AMPARO 
INDIRECTO EN MATERIA PENAL. SI EL ACTO RECLAMADO SE 
EMITIÓ BAJO LOS PRINCIPIOS DEL SISTEMA PROCESAL PENAL 
TRADICIONAL, LA LEGISLACIÓN APLICABLE ES LA LEY DE AMPARO 
ABROGADA, EN EL CAPÍTULO RESPECTIVO.”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de febrero de 2017 a 
las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 39, febrero de 2017,Tomo III, página 2069, con 
número de registro 2013641. 
 
El Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Cuarto Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 473/2016, 
sostuvo que a partir de la vigencia del decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación, el diecisiete de junio de dos mil dieciséis, que 
derogó el artículo décimo transitorio de la Ley de Amparo en vigor, el 
trámite y la resolución del incidente de suspensión en el amparo en 
materia penal debe regirse conforme a las disposiciones de la legislación 
vigente, con independencia de si el asunto se inició bajo el sistema 
tradicional o bajo el diverso sistema de justicia penal acusatorio 
adversarial. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de siete de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a ocho de 
marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 13/2018 (10a.) 
 
 

APELACIÓN ADHESIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1337 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO, PROCEDE TRATÁNDOSE DE SENTENCIAS 
DEFINITIVAS, INTERLOCUTORIAS Y AUTOS. La incorporación de la 
apelación adhesiva al sistema de recursos en materia mercantil se 
encuentra en el artículo 1337 del Código de Comercio, en el que se 
establece quiénes son los sujetos legitimados para apelar una sentencia, 
entre los que se encuentra la parte vencedora, quien puede adherirse a la 
apelación interpuesta por aquél al que hubiera perjudicado la resolución. 
La circunstancia de que dicha disposición haga referencia expresa a la 
apelación de “sentencias” no debe entenderse en el sentido de que dicho 
recurso adhesivo se encuentra reservado a la impugnación de ese tipo de 
resoluciones pues, siendo éste un medio de impugnación accesorio, su 
procedencia está dada en función de la procedencia del recurso principal. 
Al respecto, del contenido de los artículos 1077, 1321, 1322 y 1323 del 
Código de Comercio, en relación con el artículo 220 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código de Comercio, se 
advierte que las resoluciones que puede pronunciar un juzgador son 
sentencias, ya sean definitivas o interlocutorias, autos y decretos; por otra 
parte, los numerales 1334 y 1340 de dicho código mercantil  prevén que 
tanto los autos como las sentencias interlocutorias son apelables, si lo 
fueran las sentencias definitivas. Así, de una interpretación sistemática y 
funcional de los preceptos citados, se puede determinar que la apelación 
es procedente en contra de sentencias definitivas, interlocutorias y autos. 
Ahora bien, la fracción III del artículo 1337 del Código de Comercio prevé 
que la parte que venció puede adherirse a la apelación interpuesta al 
notificarle la admisión de ésta. Esto es, la apelación adhesiva surge para 
la parte que obtuvo resolución favorable y como consecuencia de que 
alguno de los sujetos que sufrió un perjuicio con la resolución interpone el 
recurso de apelación y es admitido. Por tanto, si la apelación principal es 
procedente contra sentencias definitivas, interlocutorias y autos, y la 
adhesión a la apelación depende de que la principal se interponga; 
entonces, dicho recurso accesorio es procedente también en contra de 
esas resoluciones judiciales. Sin que el vocablo "vencedor" justifique que 
la resolución impugnada se refiera exclusivamente a la sentencia 
definitiva, ya que en las sentencias interlocutorias y en los autos existe 
también oposición entre las partes durante la tramitación del juicio y la 
revisión de estas resoluciones no garantiza el pronunciamiento de una 
decisión favorable al recurrente, por lo que en ese tipo de fallos existe 
también un vencedor y un vencido. Por tanto, la apelación adhesiva es 
procedente contra sentencias definitivas, interlocutorias y autos. 
 
Contradicción de tesis 32/2017. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno 
Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito. 10 de 
enero de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 



 
 

 
 

 

El Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 248/2004, sostuvo la tesis aislada VIII.4o.13 C, de 
rubro: “APELACIÓN ADHESIVA EN MATERIA MERCANTIL. 
ÚNICAMENTE PROCEDE RESPECTO DE SENTENCIAS DEFINITIVAS 
Y NO ASÍ EN AUTOS Y SENTENCIAS INTERLOCUTORIAS.”, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXI, Abril de 2005, página 1337, con número de registro 178818. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo 
Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 328/2016, sostuvo que 
en Materia Mercantil es procedente la apelación adhesiva en contra de 
sentencias interlocutorias, ello en virtud de que si bien el artículo 1337 del 
Código de Comercio que regula la procedencia de la apelación principal 
adhesiva se refiere a “sentencias” en sentido lato, no debe interpretarse de 
manera restrictiva, sino conforme al diverso 1321 del propio ordenamiento, 
que define que las sentencias son definitivas o interlocutorias. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 14/2018 (10a.) 
 
 

SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES. EL 
MINISTERIO PÚBLICO DEBE DAR INTERVENCIÓN AL MENOR 
INVESTIGADO, A SUS PADRES, A SUS TUTORES O A QUIENES 
EJERZAN LA PATRIA POTESTAD O LA CUSTODIA, ASÍ COMO A SU 
DEFENSOR PROFESIONISTA EN DERECHO, EN TODAS Y CADA UNA 
DE LAS DILIGENCIAS EN LAS QUE DIRECTA Y FÍSICAMENTE 
PARTICIPE O DEBA PARTICIPAR, SIEMPRE QUE LO PERMITA LA 
NATURALEZA DE ÉSTAS. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
establecido que en el sistema integral de justicia para adolescentes, 
previsto en el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se regula que el menor a quien se le atribuye la comisión o 
participación en un hecho que la ley señale como delito goza de derechos 
y garantías que le asisten al estar sujeto a proceso; de igual manera, ha 
interpretado que el derecho a una defensa adecuada reconocido por el 
artículo 20 de la Constitución Federal, se garantiza desde el momento en 
que el detenido es puesto a disposición del Ministerio Público y tiene 
derecho a que en todo momento dentro de la etapa de investigación esté 
presente en las diligencias en las que directa y físicamente participe o 
deba participar, siempre que lo permita la naturaleza de éstas y esté 
asistido de un defensor que sea profesionista en derecho, quien velará 
porque se siga con apego a los principios del debido proceso. Así, 
tratándose del sistema integral de justicia para adolescentes, el Ministerio 
Público debe dar intervención al menor investigado, a sus padres, a sus 
tutores o a quienes ejerzan la patria potestad o la custodia, así como al 
defensor especializado en todas y cada una de las diligencias en las que 
directa y físicamente participe o deba participar, siempre que lo permita la 
naturaleza de éstas, es decir, en aquellas en las que de no estar presente 
se cuestione la certeza de un debido proceso, a efecto de salvaguardar su 
derecho a una defensa adecuada. 
 
Contradicción de tesis 337/2016. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 7 de febrero de 2018. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al 
resolver los juicios de amparo directo 913/2010, 951/2010, 881/2010, 
991/2010 y el amparo en revisión 380/2010, que dieron origen a la tesis 
jurisprudencial XX.3o. J/3 (9a.), de rubro: “JUSTICIA PARA 
ADOLESCENTES. LA OMISION DEL MINISTERIO PÚBLICO DE 
OTORGAR AL MENOR DETENIDO EN FLAGRANCIA SU 
PARTICIPACIÓN EN LAS DILIGENCIAS DE AVERIGUACION PREVIA, 
PARA QUE INTERROGUE A LOS QUE DEPONEN EN SU CONTRA Y 
SE ENCUENTRE ASISTIDO EN TODO MOMENTO POR UN DEFENSOR 
ESPECIALIZADO, ORIGINA LA NULIDAD DE LAS DILIGENCIAS 



 
 

 
 

 

RECABADAS EN DICHA ETAPA INDAGATORIA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE CHIAPAS).”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 3, febrero de 2012, 
página 2160, con número de registro 160297. 
 
El Tribunal Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 193/2016, 194/2016, 212/2016 y 213/2016, determinó 
que no es necesario que el menor o su defensor intervengan en todas las 
actuaciones que se efectúen, sino sólo en aquellas en las que se tenga 
como finalidad hacer valer esa prerrogativa, esto es, que pueda cuestionar 
el desahogo de la probanza o su ilegal perfeccionamiento. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 15/2018 (10a.) 
 
 

SUSPENSIÓN EN MATERIA PENAL. ES POSIBLE QUE TENGA 
EFECTOS RESTITUTORIOS CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
CONSISTA EN LA CITACIÓN PARA COMPARECER A LA AUDIENCIA 
INICIAL DE FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN O RESPECTO A LA 
NEGATIVA DE DESAHOGAR PRUEBAS EN LA AVERIGUACIÓN 
PREVIA. En la reforma constitucional en materia de amparo de 2011 se 
dotó a la suspensión de un genuino carácter de medida cautelar, cuya 
finalidad es conservar la materia de la controversia y evitar que los 
particulares sufran afectaciones a su esfera jurídica mientras se resuelve 
el fondo del asunto. En este sentido, de los artículos 107, fracción X de la 
Constitución Federal y 147 de la Ley de Amparo, se desprende que es 
posible que la suspensión tenga efectos restitutorios cuando ésta sea 
procedente de acuerdo a los requisitos de ley. Ahora bien, si la 
suspensión, en general, puede tener efectos restitutorios, no existe razón 
alguna para que en materia penal, por regla general no los tenga, ya que 
la Ley de Amparo no establece expresamente que la suspensión en 
materia penal no pueda restituir derechos. De tal manera, resulta evidente 
que cuando el acto reclamado consista en la citación para comparecer a la 
audiencia inicial de formulación de imputación o la negativa de desahogar 
pruebas en la averiguación previa, puede tener efectos restitutorios, sin 
que los tribunales de amparo deban negarla porque ésta pueda tener 
dichos efectos. 
 
Contradicción de tesis 442/2016. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito.  15 de noviembre de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
recurso de queja 156/2016, sostuvo que no se debe otorgar la suspensión 
provisional respecto de la ejecución de la citación para el desahogo de la 
audiencia inicial de formulación de imputación que constituye uno de los 
actos reclamados, pues ello equivaldría a dar efectos restitutorios a la 
misma, los cuales sólo son propios de la sentencia definitiva que se dicte 
en el juicio de amparo. 
 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el recurso de queja 73/2013, sostuvo la tesis I.5o.P.21 P (10a.), 
de rubro: “ACTO NEGATIVO CON EFECTOS POSITIVOS. LO 
CONSTITUYE LA NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO DE RECIBIR Y 
DESAHOGAR PRUEBAS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA, RESPECTO 
DEL CUAL PROCEDE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL.”, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de marzo de 2014 a 
las 10:03 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 



 
 

 
 

 

Libro 4, marzo de 2014, Tomo II, página 1500, con registro digital 
2006033. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 16/2018 (10a.) 
 
 

PERSONA MORAL OFICIAL. CUANDO ES PARTE DE UN 
PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL TIENE LEGITIMACIÓN PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO, SIEMPRE Y CUANDO DE LA 
RELACIÓN SUBYACENTE NO SE ADVIERTA QUE ACUDE A 
DEFENDER UN ACTO EMITIDO DENTRO DE LAS FUNCIONES 
PÚBLICAS QUE TIENE ENCOMENDADAS. El artículo 7o. de la Ley de 
Amparo establece una hipótesis de legitimación para que las personas 
morales oficiales puedan solicitar amparo para impugnar afectaciones que 
puede ocasionarles otra autoridad mediante un acto, una norma o una 
omisión. Se trata de un presupuesto procesal que exige a una autoridad 
que acredite una afectación patrimonial dentro de una relación en la que 
se encuentra en un plano de igualdad; esta limitante se justifica en 
atención a que la Federación, los Estados, el Distrito Federal (ahora 
Ciudad de México), los Municipios o cualquier persona moral pública no 
pueden considerarse titulares de derechos humanos; sin embargo, la Ley 
de Amparo reconoce que existen casos en los que se requiere la 
intervención de la Justicia Federal, a través del juicio de amparo, para 
evitar la imposición arbitraria de actos por ciertas autoridades que 
transgredan derechos de otras autoridades, para lo cual exige dos 
elementos: i) la existencia de una afectación patrimonial y ii) que dicha 
afectación se actualice en una relación en la que la autoridad se encuentre 
en un plano de igualdad con los particulares. En este sentido, de la 
interpretación de ambos supuestos se concluye que una persona moral 
oficial puede promover el juicio de amparo cuando exista una afectación 
patrimonial, es decir, una vulneración a alguna de las facultades, 
competencias o derechos que se comprenden dentro de su patrimonio, lo 
cual puede traducirse en términos monetarios y, además, dicha afectación 
debe darse en una situación jurídica en la que se encuentre en un plano 
de igualdad con los particulares, esto es, de manera subordinada frente a 
otra autoridad que con imperio le impone un acto de forma unilateral. En 
esas condiciones, una autoridad que forma parte de un procedimiento 
jurisdiccional actúa de manera subordinada, y los actos que se emitan en 
éste incidirán en sus intereses para ejercer su adecuada defensa, así 
acudirá al juicio de amparo para obtener una defensa de las posibles 
afectaciones que se cometan en el procedimiento, con la finalidad de 
obtener un resultado que beneficie a sus intereses; por tanto, tiene 
legitimación para promover el juicio, siempre y cuando de la relación 
subyacente no se advierta que acude a defender un acto emitido dentro de 
las funciones públicas que tiene encomendadas.   
 
Contradicción de tesis 289/2017. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, 
con residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal Colegiado del 
Décimo Séptimo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, 
en apoyo del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Octavo Circuito. 31 de enero de 2018. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Ricardo Antonio Silva Díaz. 
 



 
 

 
 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
749/2016 (cuaderno auxiliar), sostuvo que es procedente el juicio de 
amparo promovido por las personas morales oficiales cuando impugnan 
cuestiones de carácter intraprocesal, como es el caso de la resolución que 
declara improcedente la excepción de incompetencia por declinatoria 
planteada en el juicio en la que se le demandó la prescripción positiva de 
un inmueble, en virtud de que actúan en un plano de igualdad con el 
particular al estar en disputa la titularidad de un bien inmueble que es de 
su propiedad, lo que implica que en el juicio se ventila una cuestión de 
índole patrimonial y, por ende, susceptible de un perjuicio económico, por 
lo que debe obtener los mismos derechos que las personas de derecho 
privado, es decir, las mismas oportunidades de participación dentro del 
procedimiento. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 1392/2016 (cuaderno auxiliar 20/2017), 
sostuvo que resulta improcedente el juicio de amparo promovido por las 
personas morales oficiales cuando impugnan cuestiones de carácter 
intraprocesal, como es el caso de la resolución que declara improcedente 
la excepción de incompetencia por declinatoria planteada en el juicio en la 
que se le demandó un contrato administrativo de obras públicas y 
servicios, puesto que si bien es cierto que compareció a juicio en un plano 
de igualdad frente al actor, en la medida que se sometió a la jurisdicción y 
decisión del juez de lo mercantil, actualizándose el primer supuesto 
previsto en el artículo 7 de la Ley de Amparo, también lo es que no se 
surte el segundo requisito consistente en que el acto reclamado afecte su 
patrimonio, en virtud de que la controversia de origen únicamente se limita 
a resolver un aspecto estrictamente procesal relativo a la competencia, ya 
que el objeto de impugnación en aquel juicio solo fue la excepción de 
competencia por declinatoria. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 17/2018 (10a.) 
 
 

PERSONA MORAL OFICIAL. CUANDO TIENE EL CARÁCTER DE 
DEMANDADA EN UN JUICIO, CUENTA CON LEGITIMACIÓN PARA 
PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA LA 
RESOLUCIÓN QUE DECLARA INFUNDADA LA EXCEPCIÓN DE 
INCOMPETENCIA. Conforme a la interpretación del artículo 7o. de la Ley 
de Amparo, que exige acreditar una afectación patrimonial y una relación 
jurídica en un plano de igualdad, se concluye que tratándose de la 
impugnación de un acto dictado dentro de juicio, como lo es la resolución 
que declara infundada la excepción de incompetencia, las autoridades 
demandadas cuentan con legitimación para promover el juicio de amparo 
indirecto, cuando: i) de la relación jurídica que da origen al acto reclamado 
se advierte que es una resolución dictada por un Juez en un juicio en el 
que la autoridad tiene el carácter de demandada; ii) de la relación que 
subyace al acto reclamado se advierte que la acción de origen se refiere a 
un reclamo de derecho privado que se dirime por un tribunal y la autoridad 
no pretende defender un acto emitido dentro de las funciones públicas que 
le son encomendadas; iii) de la afectación patrimonial que ocasiona el acto 
reclamado deriva la transgresión del conjunto de derechos que la 
autoridad pretende defender en el juicio de origen, en su carácter de 
demandada; y, iv) de la afectación patrimonial que ocasiona el acto 
reclamado se advierte la posible afectación monetaria que le podría 
ocasionar la pérdida del juicio, como acontecería en los juicios en los que 
se demanda el pago de una cantidad determinada o la prescripción de un 
inmueble que se encuentra dentro de su esfera jurídica. Además, el 
referido estudio de legitimación no puede limitarse a las afectaciones 
procesales que produce el acto reclamado, sino que es necesario analizar 
la afectación a la debida defensa que se le ocasionaría derivada de la 
improcedencia del amparo. No debe pasar inadvertido que el estudio se 
limita a precisar las condiciones de legitimación de la autoridad para acudir 
al juicio de amparo en términos del artículo 7o. de la Ley de Amparo; por 
lo que el órgano jurisdiccional deberá realizar un análisis independiente 
respecto de la procedencia del juicio, en términos del artículo 107, 
fracciones V y VIII, de la propia ley.  
 
Contradicción de tesis 289/2017. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, 
con residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal Colegiado del 
Décimo Séptimo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, 
en apoyo del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Octavo Circuito. 31 de enero de 2018. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Ricardo Antonio Silva Díaz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 
749/2016 (cuaderno auxiliar), sostuvo que es procedente el juicio de 
amparo promovido por las personas morales oficiales cuando impugnan 



 
 

 
 

 

cuestiones de carácter intraprocesal, como es el caso de la resolución que 
declara improcedente la excepción de incompetencia por declinatoria 
planteada en el juicio en la que se le demandó la prescripción positiva de 
un inmueble, en virtud de que actúan en un plano de igualdad con el 
particular al estar en disputa la titularidad de un bien inmueble que es de 
su propiedad, lo que implica que en el juicio se ventila una cuestión de 
índole patrimonial y, por ende, susceptible de un perjuicio económico, por 
lo que debe obtener los mismos derechos que las personas de derecho 
privado, es decir, las mismas oportunidades de participación dentro del 
procedimiento. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 1392/2016 (cuaderno auxiliar 20/2017), 
sostuvo que resulta improcedente el juicio de amparo promovido por las 
personas morales oficiales cuando impugnan cuestiones de carácter 
intraprocesal, como es el caso de la resolución que declara improcedente 
la excepción de incompetencia por declinatoria planteada en el juicio en la 
que se le demandó un contrato administrativo de obras públicas y 
servicios, puesto que si bien es cierto que compareció a juicio en un plano 
de igualdad frente al actor, en la medida que se sometió a la jurisdicción y 
decisión del juez de lo mercantil, actualizándose el primer supuesto 
previsto en el artículo 7 de la Ley de Amparo, también lo es que no se 
surte el segundo requisito consistente en que el acto reclamado afecte su 
patrimonio, en virtud de que la controversia de origen únicamente se limita 
a resolver un aspecto estrictamente procesal relativo a la competencia, ya 
que el objeto de impugnación en aquel juicio solo fue la excepción de 
competencia por declinatoria. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 18/2018 (10a.) 
 
 

ESTÍMULOS FISCALES. EL ARTÍCULO 16, APARTADO A, FRACCIÓN 
III, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN, PARA EL 
EJERCICIO FISCAL DE 2015, NO VULNERA EL DERECHO A LA 
IGUALDAD. El referido artículo al prever la posibilidad de devolución del 
impuesto especial sobre producción y servicios que se cause por la 
adquisición de diésel para la realización de actividades agropecuarias o 
silvícolas por parte de los consumidores finales, a las personas cuyos 
ingresos en el ejercicio inmediato anterior no hayan excedido de veinte 
veces el salario mínimo general, vigente en el área geográfica del 
contribuyente elevado al año, por un monto máximo de $747.69 
(setecientos cuarenta y siete pesos 69/100 m.n.) mensuales por cada 
persona física; en tanto que quienes cumplan con sus obligaciones 
fiscales en términos de las del régimen de personas físicas con 
actividades empresariales y profesionales o en el régimen de 
incorporación fiscal, podrán solicitar la devolución de hasta $1,495.39 (mil 
cuatrocientos noventa y cinco pesos 39/100 m.n.) mensuales; no viola el 
derecho a la igualdad contenido en el artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que tal diferenciación 
persigue una finalidad constitucionalmente válida, adecuada para el logro 
de tal fin y, además, guarda una relación razonable con el objeto que se 
procura alcanzar. Lo anterior es así, pues las personas físicas que tributan 
en el régimen de actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas y pesqueras, 
gozan de una serie de facilidades administrativas y beneficios fiscales, 
como la exención otorgada para efectos del impuesto sobre la renta por 
los ingresos provenientes de dichas actividades hasta por un monto de 
cuarenta veces el salario mínimo general elevado al año, en el ejercicio. 
Luego, al hacer un análisis conjunto de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta y de la Ley de Ingresos de la Federación, ambas vigentes en 2015, 
se concluye que la devolución otorgada a las personas que tributan en el 
sector primario sólo será en caso de que los ingresos del ejercicio 
inmediato anterior no excedan de veinte veces el salario mínimo general, 
por lo que es claro que estas personas no pagaron el impuesto relativo, al 
no rebasar el límite establecido en la Ley del Impuesto sobre la Renta, por 
el beneficio de la exención que ésta les otorga. Por tanto, la exención 
mencionada sí es un elemento a considerar para efectos de otorgar un 
estímulo fiscal en menor medida que aquel que reciben las personas 
físicas que tributan en el régimen de actividades empresariales o de 
incorporación fiscal, pues las del régimen primario, no obstante que en el 
ejercicio inmediato anterior no contribuyeron al sostenimiento de las 
gastos públicos, al encontrarse exentas del pago de impuesto sobre la 
renta, podrán acceder a la devolución prevista en el artículo 16, apartado 
A, fracción III, de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio 
fiscal de 2015; cuestión que no resulta aplicable para las segundas. Por lo 
que es razonable que se otorgue el estímulo diferenciado dependiendo si 
son sujetos obligados al pago del impuesto sobre la renta o no.  
 
Amparo directo en revisión 2663/2017. Apolinar Fidel Hernández. 23 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo directo en revisión 2750/2017. Agapita Mendoza Martínez. 13 
de septiembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
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Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente y Ausente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, en su ausencia hizo suyo el asunto Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 2437/2017. Luis Domínguez Albino. 4 de 
octubre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 3516/2017. Dionicio Sánchez Fermín. 4 de 
octubre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretaria: Alma Delia Virto Aguilar.  
. 
Amparo directo en revisión 1358/2017. Catarina Mendoza Martínez. 18 
de octubre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, al considerar que la autoridad recurrente carece de 
legitimación. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 19/2018 (10a.) 
 
 

PODER GENERAL PARA ACTOS DE ADMINISTRACIÓN, SU 
OTORGAMIENTO NO LLEVA IMPLÍCITAS LAS FACULTADES QUE 
SON PROPIAS DEL PODER GENERAL PARA PLEITOS Y 
COBRANZAS, PUES NO EXISTE ENTRE ELLOS UNA GRADACIÓN O 
JERARQUÍA. La interpretación gramatical, sistemática y funcional de los 
artículos 2553 y 2554 del Código Civil Federal, así como 2447 y 2448 del 
Código Civil para el Estado de Nuevo León, de contenido prácticamente 
idéntico, se colige que no se establece gradación o jerarquía entre los 
poderes generales, para actos de administración y los otorgados para 
pleitos y cobranzas, por lo que a efecto de determinar entre ellos cuál fue 
el poder general otorgado, es necesario sujetarse a un principio de 
mención expresa, esto es, deberá atenderse al que fue expresamente 
conferido, sin que entre ellos pueda inferirse a manera de presunciones, 
una extensión sobre el tipo de poder otorgado, máxime porque no se trata 
de actividades análogas, de forma que quien administra no realiza una 
labor similar a quien controvierte actos y cobra, por lo que no podría 
entenderse que uno incluye al otro.  
 
Contradicción de tesis 225/2016. Entre las sustentadas por el Décimo 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito 
y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto 
Circuito. 31 de enero de 2018. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quienes reservaron su derecho para formular voto 
de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya 
Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 

El Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 7412/2001, sostuvo la tesis 
I.12o.A.2 K, de rubro: “PODERES GENERALES PARA ACTOS DE 
DOMINIO, DE ADMINISTRACIÓN, Y PARA PLEITOS Y COBRANZAS. 
EXISTE UNA GRADACIÓN O JERARQUÍA DE LA QUE NACEN 
FACULTADES IMPLÍCITAS.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, febrero de 2002, 
página 899, registro 187734. 

 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto 
Circuito, al resolver el recurso de queja 330/2014, sostuvo la tesis: 
IV.2o.A.81 K (10a.), de rubro: “PODER GENERAL PARA ACTOS DE 
ADMINISTRACIÓN. ES INSUFICIENTE PARA PROMOVER JUICIO DE 
AMPARO, SI NO EXISTE CLÁUSULA EXPRESA QUE FACULTE AL 
MANDATARIO PARA ELLO, AL NO EXISTIR GRADACIÓN O 
JERARQUÍA ENTRE LOS DISTINTOS TIPOS DE PODERES 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 
9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 17, abril de 2015, Tomo II, página 1770, registro 
2008854. 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 20/2018 (10a.) 
 
 

ESTÍMULO FISCAL. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y 
IV, DE LAS DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DEL 
DECRETO DE REFORMAS A LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
18 DE NOVIEMBRE DE 2015, QUE LO PREVÉ, NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El artículo citado al prever el 
beneficio consistente en efectuar la deducción inmediata de la inversión de 
bienes nuevos de activo fijo a los porcentajes establecidos en el citado 
numeral, en lugar de las previstas en los artículos 34 y 35 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, deduciendo en el ejercicio en el que se 
adquieran los bienes, sólo a las empresas de menor escala y quienes 
inviertan en la creación y ampliación de infraestructura de transporte y en 
equipo utilizado en el sector energético, no vulnera el principio de equidad 
tributaria, en relación con los demás contribuyentes que hayan adquirido 
bienes nuevos de activo fijo. Lo anterior, en virtud de que para realizar el 
análisis diferenciador entre los sujetos a quienes está dirigido el estímulo 
de que se trata, respecto de los restantes sujetos que hayan adquirido 
bienes nuevos de activo fijo, no se requiere de una motivación reforzada, 
sino que el estudio distintivo debe ser laxo respecto a las razones 
expuestas por el legislador para el establecimiento de ese beneficio fiscal, 
a efecto de respetar la libertad de configuración de que goza en el marco 
de sus atribuciones en esa materia. El hecho de que tanto las empresas 
de menor escala y quienes inviertan en la creación y ampliación de 
infraestructura de transporte, y en equipo utilizado en el sector energético, 
como los demás contribuyentes, que hayan adquirido bienes nuevos de 
activo fijo pudieran encontrarse en igualdad de condiciones, en cuanto que 
ambos adquieren bienes nuevos de activo fijo, ello no implica que el 
legislador haya actuado en contravención al principio de equidad tributaria 
por limitar el beneficio fiscal sólo a las empresas de menor escala y 
quienes inviertan en la creación y ampliación de infraestructura de 
transporte, y en equipo utilizado en el sector energético. Lo anterior es así, 
pues del estudio laxo de las causas por lo que lo hizo se encuentra 
razonablemente justificado, pues en uso de su facultad establecida en los 
artículos 25, 26 y 28 de la Constitución General, decidió establecer de 
forma restringida por el tiempo y a ciertos sectores el beneficio fiscal de 
deducción inmediata de bienes nuevos de activo fijo, lo que demuestra 
que se trata de una justificación válida, a partir de la observación que hizo 
el órgano facultado para la creación, modificación y derogación de los 
estímulos fiscales, por tanto la diferenciación establecida en el artículo 
tercero, fracciones II, III y IV, de las Disposiciones de Vigencia Temporal 
del Decreto de Reformas a la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, sí 
encuentra justificación constitucional que permite concluir que no vulnera 
el principio de equidad tributaria. 
 
Amparo en revisión 1251/2016. Propimex, S. de R.L. de C.V. y otras. 23 
de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el 
sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 21/2017. Urbanizaciones Marhec, S. A. de C.V. y 
otras. 30 de agosto de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 



 
 

 
 

 

José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, 
pero con salvedades en las consideraciones. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid 
Cabello.  
 
Amparo en revisión 365/2017. Distribuidora Liverpool, S. A. de C.V. y 
otras. 18 de octubre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó 
con el sentido, pero contra consideraciones. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 206/2017. Hella Automotive Mexico, S. A. de C.V. 18 
de octubre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el 
sentido, pero contra consideraciones. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo. 
 
Amparo en revisión 696/2017. Cal Química Mexicana, S. A. de C.V. 29 
de noviembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Alma Delia Virto Aguilar. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de catorce de marzo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a 
quince de marzo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 21/2018 (10a.) 
 
 

CONTRATO DE APERTURA DE CRÉDITO SIMPLE. LA VÍA IDÓNEA 
PARA SOLICITAR SU NULIDAD ES LA ORDINARIA MERCANTIL. Para 
determinar si un acto es de comercio debe atenderse a su naturaleza 
jurídica. Así, el acto de comercio es aquel que el propio legislador ha 
querido como tal; esto es, él declara un acto esencialmente comercial y no 
permite ulteriores investigaciones sobre el carácter que le ha dado. Por 
tanto, si el contrato de apertura de crédito simple se encuentra regulado 
dentro de la hipótesis normativa prevista en la fracción XXIV, del artículo 
75 del Código de Comercio, en relación con los artículos 1º, 2º y 291 de la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, es claro que constituye 
un acto de comercio objetivo, por lo que para reclamar su nulidad, debe 
acudirse necesariamente a la vía ordinaria mercantil; lo anterior con 
independencia de que ninguna de las legislaciones citadas regulen la 
institución de la nulidad del contrato, puesto que para abordar sus efectos 
y consecuencias debe acudirse de manera supletoria a la legislación civil. 
 
Contradicción de tesis 315/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 7 de marzo de 2018. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 134/2015, el cual dio origen a la tesis 
aislada VII.2o.C.102 C (10a.), de rubro: “CONTRATO DE APERTURA DE 
CRÉDITO SIMPLE. SI LA CAUSA DE LA ACCIÓN ES SU NULIDAD POR 
AUSENCIA DEL CONSENTIMIENTO PARA SU EXISTENCIA, LA VÍA 
PROCEDENTE PARA DEMANDARLA ES LA ORDINARIA CIVIL.” 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
septiembre de 2015 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, septiembre de 2015, 
Tomo III, página 1982, con número de registro 2009886. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 489/2016, sostuvo que la vía procedente para 
reclamar la nulidad del contrato de apertura de crédito simple con 
intereses y garantía hipotecaria es la mercantil, con independencia de que 
dicha figura jurídica no la regule el Código de Comercio o alguna 
legislación mercantil especial, y sin que obste que para examinar su 
nulidad deba acudirse de forma supletoria a las disposiciones del Código 
Civil Fiscal y, además, con independencia de que ésta se sustente en la 
ausencia de consentimiento de una de las partes contratantes. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 



 
 

 
 

 

rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 22/2018 (10a.) 
 
 

EMPLAZAMIENTO. LA OMISIÓN DEL ACTUARIO DE CERTIFICAR LA 
ENTREGA DE LAS COPIAS DE TRASLADO DE LA DEMANDA 
DEBIDAMENTE SELLADAS Y COTEJADAS CON SU ORIGINAL, 
OCASIONA LA ILEGALIDAD DE DICHA DILIGENCIA. El emplazamiento 
es el acto procedimental por el cual las autoridades jurisdiccionales 
cumplen en un proceso o, en un procedimiento seguido en forma de juicio, 
con los derechos de audiencia y al debido proceso reconocidos en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; de ahí que todos los requisitos y formalidades establecidos en 
la legislación para su realización deben acatarse en su literalidad, porque 
son de aplicación estricta, a fin de cumplir con el mandato constitucional 
de impartir justicia conforme a las leyes del procedimiento, de acuerdo con 
el contenido del derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el 
artículo 17 de la Constitución Federal. Es así que, si la ley procesal 
respectiva establece como formalidad del emplazamiento entregar copias 
simples del traslado de la demanda debidamente selladas y cotejadas con 
su original, ello constituye una formalidad esencial para la validez, por lo 
que el actuario judicial debe certificar que así se ha realizado, a fin de no 
violar los derechos de audiencia y de defensa, de legalidad y de certeza 
jurídica, así como a recibir impartición de justicia en los términos y plazos 
que fijan las leyes. En consecuencia, la omisión del actuario de certificar la 
entrega de copias de traslado de la demanda debidamente selladas y 
cotejadas con su original ocasiona la ilegalidad del emplazamiento, porque 
la entrega de copias simples carentes de estos requisitos, no cumple a 
cabalidad la formalidad establecida para el emplazamiento, al no permitir 
que se conozcan con fidelidad los términos, las pretensiones y los hechos 
en que se basa la demanda.  
 
Contradicción de tesis 118/2017. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito y el Décimo 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 7 de marzo 
de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 126/2014, sostuvo la tesis aislada 
I.11o.C.64 C (10a.), de rubro: “EMPLAZAMIENTO. LA FALTA DE SELLO 
Y COTEJO EN LA COPIA DE TRASLADO QUE SE ENTREGA AL 
DEMANDADO ES INSUFICIENTE PARA DECLARAR SU NULIDAD.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de 
junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 7, junio de 2014, Tomo II, página 1713, 
con número de registro 2006829. 
 
El Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 334/2016, sostuvo que el actuario debe 
asentar en el acta de emplazamiento que las copias de traslado que 
entrega al demandado están debidamente cotejadas y selladas, toda vez 



 
 

 
 

 

que ello constituye un requisito previsto expresamente en el artículo 114 
del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sinaloa, por lo 
que de no satisfacerlo, dicha diligencia es ilegal. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS JURISPRUDENCIAL 23/2018 (10a.) 
  
 

PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO CUANDO LA COMISIÓN 
NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS DESECHA UN RECURSO DE 
IMPUGNACIÓN POR IMPROCEDENTE. El artículo 5, fracción II, de la 
Ley de Amparo, define a los actos de autoridad como aquellos que crean, 
modifican o extinguen situaciones jurídicas en forma unilateral y 
obligatoria. En este sentido, el artículo 102, apartado B constitucional 
prevé el derecho de que cualquier persona acceda a una tutela no 
jurisdiccional de derechos humanos, lo cual implica que todos los 
individuos tienen derecho a acceder a un proceso ante la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos. Esto no significa que siempre se deba 
emitir una recomendación, pero sí que dicho proceso se apegará a los 
estándares de legalidad que le son exigibles a todas las autoridades. Así, 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos debe tramitar los recursos de 
inconformidad con apego a la Ley sin incurrir en arbitrariedades. Por lo 
tanto, el desechamiento que se aleje de ese estándar de legalidad afecta 
la esfera jurídica de las personas en tanto les impide acceder a la tutela no 
jurisdiccional de derechos humanos. De esta manera, el desechamiento 
de un recurso de impugnación —por no cumplir con los requisitos de 
procedencia—, es un acto de autoridad porque se trata de un acto 
intraprocesal que extingue situaciones jurídicas, de forma unilateral, 
obligatoria y que puede generar violaciones a derechos humanos. Esto es 
congruente con el hecho de que las recomendaciones no sean actos de 
autoridad para efectos del juicio de amparo. Las recomendaciones no son 
vinculatorias, por lo que no pueden alterar la esfera jurídica de las 
personas, además, el hecho de que se haya emitido una recomendación 
implica necesariamente que –a diferencia del desechamiento– se le dio 
acceso al interesado a la tutela no jurisdiccional de derechos humanos, 
por lo que de ninguna manera podría violar dicho derecho. 
 
Contradicción de tesis 183/2017. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito. 10 de enero de 2018. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos en cuanto al fondo, de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: José Ignacio Simón Morales. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 224/2014, que dio origen a la tesis 
aislada IV.3o.A. 33 K (10a.), de rubro: “COMISIÓN NACIONAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. EL DESECHAMIENTO DEL RECURSO DE 
IMPUGNACIÓN PREVISTO POR EL ARTÍCULO 55 DE SU LEY, ES UN 
ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 12 de diciembre de 2014 a las 9:35 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 13, 
diciembre de 2014, Tomo I, página 802, con número de registro 2008165. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 307/2016, 



 
 

 
 

 

determinó que la resolución dictada por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos mediante la cual desecha el recurso de impugnación 
en contra de la recomendación pública prevista en el artículo 55 de su ley, 
no constituye un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, 
en virtud de que ésta no tiene carácter vinculante, en términos de los 
artículos 102, apartado b, penúltimo párrafo, 103 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 5, fracción II, de la Ley de 
Amparo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el 
rubro y texto de la anterior tesis, fueron aprobados en sesión privada 
de dos de mayo de dos mil dieciocho. Ciudad de México, a tres de 
mayo de dos mil dieciocho. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 


